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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C. 

 

ACCIÓN DE TUTELA  

RADICADO: 11001-41-05-008-2021-00237-00 

ACCIONANTE: JOSÉ EFRÁIN PULIDO CUITIVA 

ACCIONADA:   A.F.P. PORVENIR S.A. 

 

SENTENCIA 

 

En Bogotá D.C., a los veintitrés (23) días del mes de abril del año dos mil veintiuno (2021), 

procede este Despacho Judicial a resolver la acción de tutela impetrada por JOSÉ EFRÁIN 

PULIDO CUITIVA, quien solicita el amparo de su Derecho Fundamental de Petición, 

presuntamente vulnerado por la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

 

RESEÑA FÁCTICA 

 

Manifiesta el accionante, que mediante dictamen del 14 de febrero de 2021, fue calificado 

con una pérdida de capacidad laboral. 

 

Que el dictamen fue notificado el 25 de febrero de 2021, y en esa misma data, renunció a 

términos, por lo que no interpuso los recursos de Ley. 

 

Que el 26 de febrero de 2021 elevó un derecho de petición ante PORVENIR S.A. 

 

Que a través del petitum solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez, aportando 

la documental requerida. 

 

Que a la fecha, PORVENIR S.A. no ha dado una respuesta de fondo a la petición. 

 



ACCIÓN DE TUTELA 11001-41-05-008-2021-00237-00  
JOSÉ EFRAÍN PULIDO CUITIVA vs. PORVENIR S.A. 

 
 

2 
 

Por lo anterior, solicita se tutele el Derecho Fundamental de Petición, y se ordene a 

PORVENIR S.A. dar una respuesta de fondo a la petición del 26 de febrero de 2021, 

expidiendo la “resolución” por medio de la cual reconozca la pensión de invalidez. 

 

CONTESTACIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

 

La entidad accionada allegó contestación el 15 de abril de 2021, manifestando que la E.P.S. 

calificó al actor con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 81.65% con fecha 

de estructuración del 28 de enero de 2021, y enfermedad de origen común.  

 

Que era obligación de la E.P.S notificar el dictamen a SEGUROS DE VIDA ALFA S.A., por 

tener a cargo el seguro previsional de invalidez y muerte. 

 

Que la E.P.S. no notificó el dictamen a la aseguradora, vulnerándose su derecho de defensa 

ya que no le fue posible interponer los recursos de ley, y por tanto, el dictamen debe 

declararse nulo. 

 

Que no ha vulnerado derecho fundamental alguno, ya que todas sus conductas han estado 

ajustadas a la normatividad vigente. 

 

Finalmente solicita, se declare improcedente la acción de tutela dado su carácter 

subsidiario toda vez que el accionante cuenta con el procedimiento ordinario laboral para 

hacer valer sus pretensiones, y además no allegó ninguna prueba tendiente a demostrar 

un perjuicio irremediable. 

 

CONSIDERACIONES 

 

PROBLEMA JURÍDICO: 

 

En concordancia con los antecedentes expuestos, le corresponde al Despacho responder 

el siguiente problema jurídico: ¿La ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. vulneró el Derecho Fundamental de Petición del señor JOSÉ 

EFRÁIN PULIDO CUITIVA, al no haberle dado respuesta a su petición del 26 de febrero 

de 2021, por medio de la cual solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez? 

 

MARCO NORMATIVO 
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Conforme el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un instrumento 

judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo, dirigido a facilitar y 

permitir el control de los actos u omisiones de todas las autoridades públicas y 

excepcionalmente de los particulares cuando estos vulneren derechos fundamentales. 

 

Esta acción constitucional puede ser interpuesta por cualquier persona, a fin de obtener la 

pronta y efectiva defensa de los derechos fundamentales cuando ello resulte urgente para 

evitar un perjuicio irremediable, o cuando no exista otro medio de defensa judicial. 

 

DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las 

personas a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o particular y 

a obtener pronta resolución. En desarrollo del Texto Superior, fue expedida la Ley 1755 

de 2015 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye 

un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, 

una norma de carácter estatutario, que establece la regulación integral de ese derecho 

fundamental. 

 

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional se ha referido al derecho de petición, 

precisando que el contenido esencial de este derecho comprende: (i) la posibilidad 

efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas 

se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta oportuna, esto es, 

dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con independencia de 

que su sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o contestación 

material, lo que implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia propia de 

la solicitud, según el ámbito de su competencia, desarrollando de manera completa todos 

los asuntos planteados  y excluyendo fórmulas evasivas o elusivas1. 

 

Conforme la jurisprudencia de la Corte Constitucional2, el ejercicio del derecho de petición 

en Colombia está regido por las siguientes reglas y elementos de aplicación: 

 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. 

 

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 

derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 

 
1 Sentencia T-251 de 2008. Citada en las Sentencias T-487 de 2017 y T-077 de 2018. 
2 Sentencias T-296 de 1997, T-150 de 1998, SU-166 de 1999, T- 219 de 2001, T-249 de 2001 T-1009 de 2001, T-1160 A de 2001, 
T-1089 de 2001, SU-975 de 2003, T-455 de 2014. 



ACCIÓN DE TUTELA 11001-41-05-008-2021-00237-00  
JOSÉ EFRAÍN PULIDO CUITIVA vs. PORVENIR S.A. 

 
 

4 
 

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, 

es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe 

resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y 

congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 

 

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 

necesariamente en una respuesta escrita. 

 

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas 

y en general, a los particulares. 

 

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 

formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que 

señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere 

darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de 

la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la contestación. 

 

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 

resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el 

silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 

 

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la 

exonera del deber de responder. 

 

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 

respuesta al interesado”. 

 

Así entonces, la efectividad y el respeto por el derecho de petición, se encuentran 

subordinados a que la autoridad requerida, o el particular según se trate, emitan una 

respuesta de fondo, clara, congruente, oportuna y con una notificación eficaz. 

 

Frente a este último requisito, el derecho de petición sólo se satisface cuando la persona 

que elevó la solicitud conoce la respuesta. En otras palabras, ante la presentación de una 

petición, la entidad debe notificar la respuesta al interesado3. 

 
3 En sentencia T-178/00, la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había 
respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo 
pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición. 
Igualmente, en la sentencia T-615/98, la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había 
proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado. Y de manera similar en sentencia T-249/01, y en la 
sentencia T-392/17. 
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Sobre la obligación y el carácter de la notificación, debe precisarse, que ésta debe ser 

efectiva, es decir, real y verdadera, y cumplir el propósito de que la respuesta sea 

conocida a plenitud por el solicitante. Esta característica esencial, implica además, que la 

responsabilidad de la notificación se encuentra en cabeza de la administración o el 

particular, esto es, que el ente al cual se dirige el derecho de petición está en la obligación 

de velar porque la forma en que se surta sea cierta y seria4, de tal manera que logre 

siempre una constancia de ello.  

 

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha establecido que el derecho de petición 

supone un resultado que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la 

petición. Sin embargo, se debe aclarar, que el derecho de petición no implica una 

prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir 

favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender 

conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, 

aunque la respuesta sea negativa5. 

 

En síntesis, la garantía real al derecho de petición radica en cabeza de la administración o 

del particular una responsabilidad especial, sujeta a cada uno de los elementos que 

informan su núcleo esencial. La obligación no cesa con la simple resolución del derecho de 

petición elevado por un ciudadano, es necesario además que dicha solución remedie sin 

confusiones el fondo del asunto; que esté dotada de claridad y congruencia entre lo 

pedido y lo resuelto; e igualmente, que su oportuna respuesta se ponga en conocimiento 

del solicitante, sin que pueda tenerse como real, una contestación falta de constancia y 

que sólo sea conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información. 

 

Ahora bien, el artículo 5 del Decreto 491 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas de 

urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 

autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas… en el marco del 

Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, amplió los términos para resolver 

los derechos de petición, pasando de 15 a 30 días hábiles mientras dure el Estado de 

Emergencia. Dicho artículo dispuso lo siguiente: 

 

“Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones 

que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia 

Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 

 
4 Por ejemplo, en la sentencia T-545 de 1996, la Corte concedió la tutela al derecho de petición en virtud de que la respuesta 
acerca del reconocimiento del derecho de pensión de la accionante había sido enviada a una dirección diferente a la aportada por 
ésta. Consideró la Corte que no había existido efectiva notificación a la peticionaria. 
5 Sentencia T-146 de 2012. 
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2011, así: Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta 

(30) días siguientes a su recepción”. 

 

La Corte Constitucional se pronunció sobre la exequibilidad de dicho artículo a través de 

la Sentencia C-242 de 2020, declarándolo exequible de forma condicionada, bajo el 

entendido que la ampliación de términos para solucionar las peticiones no solo es 

aplicable a las autoridades públicas, sino que también se hace extensible a los particulares 

que deben atender solicitudes.  

 

DERECHO DE PETICIÓN EN MATERIA PENSIONAL 

 

En cuanto a las solicitudes relacionadas con el derecho a la pensión de vejez e invalidez, el 

artículo 19 del Decreto 656 de 1994 establece que deberán decidirse en un plazo máximo 

de cuatro (4) meses.  

 

De igual manera, y específicamente respecto de la pensión de vejez, el artículo 9° de la Ley 

797 de 2003, establece que “Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no 

superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la 

correspondiente documentación que acredite su derecho. Los Fondos no podrán aducir que 

las diferentes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.” 

 

Frente a la pensión de sobrevivientes, el artículo 1° de la Ley 717 de 2001, indica: “El 

reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de 

Previsión Social correspondiente, deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses después de 

radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite 

su derecho”. 

 

Por otra parte, el artículo 4° de la Ley 700 de 2001 prevé que los operadores públicos y 

privados del Sistema General de Pensiones y Cesantías contarán con un plazo no mayor a 

seis (6) meses, a partir del momento en que se eleve la solicitud de reconocimiento por 

parte del interesado, para adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las 

mesadas correspondientes, so pena de incurrir en mala conducta y, en consecuencia, 

responder solidariamente en el pago de la indemnización moratoria a que haya lugar si el 

afiliado ha debido recurrir a los tribunales para el reconocimiento de su pensión. 

 

Mientras que la Ley 1755 de 2015, en el artículo 14, dispone que “salvo norma legal 

especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 

quince (15) días siguientes a su recepción”.  
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Sobre estos términos, la Corte Constitucional se ha manifestado de manera reiterada y en 

la Sentencia SU-975 de 2003 señaló lo siguiente: 

 

“En relación al plazo para responder peticiones en materia pensional la jurisprudencia 

constitucional de tiempo atrás señaló la existencia de un vacío legal en la materia: no 

existe norma especial que fije un plazo a las autoridades públicas para responder a 

solicitudes de reajuste pensional. Por vía de interpretación se ha definido el punto por 

la Corte Constitucional mediante la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 

ley 656 de 1994, y luego con base en la Ley 700 de 2001.  

(…) 

En efecto, en sentencia T-001 de 2003, sostuvo lo siguiente: 

 

“La Sala considera necesario precisar el alcance del artículo 4º de la Ley 700 de 2001 y 

el artículo 19 del Decreto 656 de 1994, por la cual se establece el régimen jurídico y 

financiero de las sociedades que administren fondos de pensiones. 

 

Desde la sentencia T-170/00 se dispuso que para responder las solicitudes 

relacionadas con pensiones presentadas ante el Seguro Social, era viable la aplicación 

analógica de lo consagrado en el artículo 19 del Decreto 656 de 1994. 

 

Contempla el artículo 19: “El Gobierno nacional establecerá los plazos y 

procedimientos para que las administradoras decidan acerca de las solicitudes 

relacionas con pensiones por vejez, invalidez y sobrevivencia, sin que en ningún caso 

puedan exceder de cuatro (4) meses.” 

 

Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud 

relacionada con pensiones de vejez invalidez y sobrevivencia es de 4 meses. 

Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente para la 

respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades administradoras 

de fondos del régimen de ahorro individual, para el Seguro, o para Cajanal. En 

consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el artículo 19 trascrito. 

 

Con posterioridad al mencionado artículo, el legislador expidió la Ley 700 de 2001 la 

cual consagra en su artículo 4: 

 

“A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos y privados del 

sistema general de pensiones y cesantías, que tengan a su cargo el reconocimiento del 

derecho pensional, tendrán un plazo no mayor de seis meses a partir del momento en 

que se eleve la solicitud de reconocimiento por parte del interesado para adelantar los 

trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes.” 

 

Obsérvese cómo el artículo 4º establece un término de 6 meses no para decidir sobre 

las solicitudes en materia de pensión, como lo hace el artículo 9º del Decreto 656 de 

1994, sino para adelantar los trámites necesarios para el reconocimiento y pago de las 

mesadas; es decir, para el desembolso efectivo del monto de las mismas.” 6. 

 

 
6 Posición reiterada en Sentencias T-322 de 2016, T-238 de 2017 y T-155 de 2018. 
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El mismo criterio ha sostenido la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en 

Sentencia SL-1562 del 30 de abril de 2019: “En sede de instancia, basta con reiterar que el 

Decreto 656 de 1994, concede a las administradoras de pensiones un plazo gracia de 4 

meses para decidir acerca de las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de las 

pensiones de invalidez, contados a partir de la radicación, por parte del interesado, de la 

petición y los documentos necesarios para ello.” 

 

Conforme con las normas previamente señaladas y la jurisprudencia se tiene que: 

 

(i) Dentro de los 15 días siguientes a la radicación de una solicitud pensional, la A.F.P. 

debe informar al peticionario sobre el estado en que se encuentra su trámite, las razones 

por las cuales ha demorado la respuesta y la fecha en la que responderá de fondo sus 

inquietudes7. Término que, durante el Estado de Emergencia, es de 30 días hábiles. 

 

(ii) Las solicitudes pensionales de vejez e invalidez, deben resolverse en un término no 

mayor a 4 meses, contados a partir de la presentación de la petición8. 

 

(iii) Los fondos de pensiones cuentan con 6 meses, a partir de la solicitud, para adoptar 

todas las medidas necesarias que faciliten el pago efectivo de mesadas pensionales9. 

 

(iv) La entidad debe emitir un pronunciamiento de fondo, es decir, que las solicitudes se 

resuelvan materialmente y, además, notificarlas al peticionario10. 

 

En síntesis, todas las personas tienen derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

entidades encargadas de reconocer prestaciones económicas del Sistema Pensional, y a 

recibir una respuesta oportuna y de fondo en los términos establecidos por la ley. 

 

CASO CONCRETO 

 

Partiendo de las consideraciones expuestas y de la documental allegada, observa el 

Despacho que el señor JOSÉ EFRÁIN PULIDO CUITIVA a través de apoderada, elevó un 

derecho de petición ante la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A., en el que solicitó el reconocimiento de la pensión de 

invalidez.  

 

En el petitum pidió expresamente lo siguiente: 

 
7 Artículo 23 de la Constitución Política, Sentencias SU-975 de 2003, T-086 de 2015 y T-238 de 2017. 
8 Artículo 19 del Decreto 656 de 1994, Sentencias SU-975 de 2003, T-237 de 2016 y T-238 de 2017. 
9 Artículo 4 de la Ley 700 de 2001, Sentencia T-238 de 2017. 
10 Sentencia T-322 de 2016. 
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“De la manera más atenta y haciendo uso del derecho de petición contenido en el 

artículo 23 de la Constitución Política y la Ley 1755 de 2015, en mi condición de 

apoderada del señor JOSE EFRAIN PULIDO CUITIVA, les informo que adjunto remito 

copia del DICTAMEN DE CALIFICACION DE PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL 

/OCUPACIONAL de mi poderdante en el cual indica que tiene un porcentaje del 81,65% 

de pérdida de la capacidad laboral y además remito también el oficio mediante el cual 

renunciamos a términos para interponer los recursos de ley a fin de que el dictamen 

quedará en firme. 

 

Lo anterior lo remito con el fin de solicitarle al Fondo se sirva iniciar los trámites 

pertinentes a fin de que se le reconozca y pague la PENSION DE INVALIDEZ a mi 

poderdante, desde el 21 de enero de 2021 puesto que esta es la fecha de 

estructuración”. 

 

El derecho de petición fue remitido a la entidad accionada el día 26 de febrero de 2021, a 

través de los correos electrónicos: nominapensionados@porvenir.com.co y 

notificacionesjudiciales@porvenir.com.co, éste último guarda correspondencia con el que 

aparece en el Certificado de Existencia y Representación Legal de PORVENIR S.A. 

 

PORVENIR S.A. al contestar la acción de tutela, no hizo referencia alguna a la petición, por 

el contrario, se limitó a informar al Despacho los motivos por los cuales el dictamen de 

pérdida de capacidad laboral debe declararse nulo. 

 

Explicó que: (i) La E.P.S. calificó al actor con una pérdida de capacidad laboral del 81.65% 

con fecha de estructuración el 28 de enero de 2021 y enfermedad de origen común; (ii) 

Que era obligación de la E.P.S., notificar el dictamen a SEGUROS DE VIDA ALFA S.A., con 

quien contrató el seguro previsional de invalidez y muerte; (iii) Que a la aseguradora no le 

fue posible interponer los recursos de ley y (iv) Que el dictamen debe declararse nulo. 

 

En síntesis, los argumentos esbozados por la accionada en la contestación de la acción de 

tutela, corresponden a los motivos por los cuales no es posible reconocer la pensión de 

invalidez. Sin embargo, esa información debió ser puesta en conocimiento del accionante, 

en respuesta a su petición del 26 de febrero de 2021, pues es a quien realmente interesa. 

 

En consecuencia, como no obra prueba de la respuesta a la petición, sería procedente -en 

principio- conceder el amparo del derecho fundamental de petición. 

 

Sin embargo, como se esbozó en el marco normativo de esta providencia, el legislador ha 

previsto unos términos para resolver de fondo las solicitudes pensionales, consciente de 

que están involucrados derechos de rango superior de sujetos de especial protección, 

como lo son las personas de la tercera edad y las personas con discapacidad, y que es la 

pensión el ingreso que representará su mínimo vital. 

mailto:nominapensionados@porvenir.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@porvenir.com.co
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Precisamente, el término legal para dar respuesta de fondo a una solicitud de pensión de 

invalidez es de 4 meses, según el artículo 19 del Decreto 656 de 1994, que a la letra indica: 

“El Gobierno Nacional establecerá los plazos y procedimientos para que las administradoras 

decidan acerca de las solicitudes relacionadas con pensiones por vejez, invalidez y 

sobrevivencia, sin que en ningún caso puedan exceder de cuatro (4) meses”. 

 

Dicho término de 4 meses, en este caso concreto, no se encuentra vencido, pues tan solo 

han transcurrido 2 meses desde la fecha de radicación de la petición, la cual data del 26 de 

febrero de 2021. Es decir, que la A.F.P. accionada aún no está en la obligación de resolver 

de fondo -afirmativa o negativamente- la solicitud de pensión de invalidez del accionante. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-1097 de 2003 señaló: 

 

“No queda duda que la solicitud de amparo constitucional presentada por el 

accionante a través de su apoderado judicial, resulta infundada puesto que para la 

fecha de interposición de la acción de tutela no había transcurrido el término 

legal otorgado para resolver la petición de reconocimiento de la pensión gracia, de 

lo cual se infiere la inexistencia de amenaza o violación al derecho fundamental de 

petición. Adicionalmente, debe recordarse que la acción de tutela es un mecanismo 

constitucional de carácter excepcional y por lo mismo no debe acudirse a él sino 

cuando existan razones serias que permitan concluir la existencia de amenaza o 

violación a los derechos constitucionales fundamentales, y no como ocurrió en el 

presente en el que el apoderado judicial, sin mayor fundamento, acudió al juez de 

tutela para restablecer un derecho cuya amenaza ni siquiera se había configurado con 

lo cual se soslaya uno de los deberes constitucionales de la persona y de ciudadano que 

es el de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia, y 

cuya observancia es más exigente para los profesionales del derecho en razón a su 

formación jurídica”. 

 

Adicionalmente, en la Sentencia T-1107 de 2004 manifestó: 

 

“Una vez analizados los hechos y las pruebas obrantes en el proceso, esta Sala de 

Revisión concluye que la protección del derecho fundamental de petición invocado 

por la demandante no debe ser concedida, toda vez que no se evidencia una 

vulneración del mismo por parte de Coomeva EPS. Ello en razón a que el término 

otorgado a la entidad accionada para dar respuesta a la solicitud presentada 

por la señora Mercedes Rosa Ospina Florez, aún no se había vencido al momento 

de la presentación de la acción de tutela objeto de revisión.” 

 

Por lo anterior, concluye el Despacho, que en el presente caso no existio  una vulneracio n 

del derecho fundamental de peticio n por cuanto los te rminos de respuesta no estaban 

vencidos al momento de la interposicio n de la accio n de tutela ni a la fecha de esta 

sentencia, razo n por la cual se negara  el amparo. 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo del derecho fundamental de petición invocado por el señor 

JOSÉ EFRÁIN PULIDO CUITIVA en contra de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., por las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más eficaz y expedito, advirtiéndoles que 

cuentan con el término de tres (3) días hábiles para impugnar esta providencia, contados 

a partir del día siguiente de su notificación. 

 

Por motivos de salud pública, y en acatamiento de las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para evitar la propagación del coronavirus Covid-19, la 

impugnación deberá ser remitida al email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

TERCERO: En caso que la presente sentencia no sea impugnada, por Secretarí a remí tase 

el expediente a la Corte Constitucional para que surta el tra mite eventual de revisio n. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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